
 

 

INFORMACIÓN EXIGIDA POR EL ARTÍCULO 116.BIS DE LA LEY DEL MERCADO 
DE VALORES 

 

A continuación se detalla la siguiente información, según lo previsto en el artículo 116.bis de la 
Ley del Mercado de Valores: 

a.-  Estructura de capital.  

A 31 de diciembre de 2010, el capital social de Telefónica está cifrado en 4.563.996.485 euros, y 
se encuentra dividido en 4.563.996.485 acciones ordinarias de una única serie y de 1 euro de valor 
nominal cada una de ellas, íntegramente desembolsadas, y representadas por anotaciones en 
cuenta.  

A esa misma fecha, las acciones de la Compañía estaban admitidas a cotización en el Mercado 
Continuo español (dentro del selectivo Índice "Ibex 35") y en las cuatro Bolsas españolas 
(Madrid, Barcelona, Valencia y Bilbao), así como en las Bolsas de Nueva York, Londres, Tokio, 
Buenos Aires, Sao Paulo y Lima.  

Todas las acciones son ordinarias, de una única serie, y otorgan los mismos derechos y 
obligaciones para los accionistas.  

A la fecha del presente Informe, no existen valores emitidos que den lugar a la conversión de los 
mismos en acciones de Telefónica. 

b.-  Cualquier restricción a la transmisibilidad de valores. 

No existe precepto estatutario alguno que suponga una restricción o limitación a la libre 
transmisibilidad de las acciones de Telefónica. 

c.-  Las participaciones significativas. 

La siguiente tabla muestra una relación de aquellos accionistas que, a 31 de diciembre de 2010, y 
según el conocimiento de la Sociedad, tienen directa o indirectamente una participación 
significativa en su capital social, según ésta se define en el Real Decreto 1362/2007, de 19 de 
octubre, por el que se desarrolla la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores en 
relación con los requisitos de transparencia relativos a la información sobre los emisores cuyos 
valores estén admitidos a negociación en un mercado secundario oficial o en otro mercado 
regulado de la Unión Europea: 

 
Total 

Participación 
directa 

Participación 
Indirecta 

 % Derechos de voto % Derechos de voto % Derechos de voto 
BBVA (1) 6,279 286.574.224 6,273 286.317.371 0,006 256.853 

la Caixa (2) 
5,050 230.469.182 0,024 1.117.990 5,025 229.351.192 

Blackrock, Inc. (3) 

3,884 177.257.649 0 0 3,884 177.257.649 

 

(1)  Según información facilitada por el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, S.A. referida a 31 de 
diciembre de 2010, para el Informe Anual de Gobierno Corporativo 2010 de la Compañía. 
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 (2)  Según información facilitada por la Caja de Ahorros y Pensiones de Barcelona, “la Caixa”, referida a 
31 de diciembre de 2010, para el Informe Anual de Gobierno Corporativo 2010 de la Compañía. La 
participación indirecta de un 5,025% del capital de Telefónica es titularidad de Criteria CaixaCorp, 
S.A. 

(3)  Según comunicación remitida a la Comisión Nacional del Mercado de Valores en fecha 4 de febrero 
de 2010.  

d.-  Cualquier restricción al derecho de voto. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 21 de los Estatutos Sociales de la Compañía, ningún 
accionista podrá ejercitar un número de votos superior al 10 por ciento del capital social total con 
derecho a voto existente en cada momento, con independencia del número de acciones de que sea 
titular. En la determinación del número máximo de votos que pueda emitir cada accionista se 
computarán únicamente las acciones de que cada uno de ellos sea titular, no incluyéndose las que 
correspondan a otros titulares que hubieran delegado en aquél su representación, sin perjuicio de 
aplicar asimismo individualmente a cada uno de los accionistas representados el límite porcentual 
del 10 por ciento. 

La limitación establecida en el párrafo anterior será también de aplicación al número de votos que, 
como máximo, podrán emitir -sea conjuntamente, sea por separado- dos o más sociedades 
accionistas pertenecientes a un mismo grupo de entidades, así como al número de votos que, 
como máximo, pueda emitir una persona física o jurídica accionista y la entidad o entidades, 
también accionistas, que aquélla controle directa o indirectamente. 

e.-  Los pactos parasociales. 

Conforme a lo previsto en el apartado 2 del artículo 518 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio, que aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (anteriormente 
regulado en el apartado 2 del artículo 112 de la Ley 24/1988, de 28 de julio del Mercado de 
Valores), mediante escrito de 22 de octubre de 2009, la Compañia comunicó a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, la suscripción, el 6 de septiembre de dicho año, de un acuerdo 
de intercambio accionarial entre Telefónica y China Unicom (Hong Kong) Limited, cuyas 
cláusulas 8.3 y 9.2 constituyen un pacto parasocial en el sentido del referido artículo 518. En 
virtud de dichas cláusulas, Telefónica se obliga, mientras el acuerdo de alianza estratégica esté en 
vigor, a no ofrecer, emitir, ni vender un número significativo de sus acciones, o de cualquier valor 
convertible o que confiera el derecho a suscribir o adquirir un número significativo de acciones de 
Telefónica, S.A., a cualquiera de los principales competidores actuales de China Unicom (Hong 
Kong) Limited. Adicionalmente, China Unicom (Hong Kong) Limited se comprometía, por el 
plazo de un año, a no vender, disponer de, o transferir, directa o indirectamente, su participación 
en el capital con derecho a voto de Telefónica (a excepción de transferencias intra-grupo), 
compromiso éste que ha quedado sin efecto al haber transcurrido el expresado plazo de un año. 

Asimismo, se hace constar que ambas partes asumieron, paralelamente, obligaciones similares a 
éstas en relación al capital social de China Unicom (Hong Kong) Limited. 

Dicho acuerdo de intercambio accionarial en el que consta el pacto parasocial de referencia, 
quedó depositado en el Registro Mercantil de Madrid con fecha 24 de noviembre de 2009. 
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f.-  Las normas aplicables al nombramiento y sustitución de los miembros del órgano de 
administración y a la modificación de los estatutos de la sociedad. 

Nombramiento, reelección y ratificación. 

Los Estatutos Sociales de Telefónica prevén que el Consejo de Administración esté compuesto 
por un mínimo de cinco y un máximo de veinte miembros, que serán designados por la Junta 
General. Con carácter provisional, el Consejo de Administración, de conformidad con las 
previsiones contenidas en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital y en los 
Estatutos Sociales, puede cubrir las vacantes existentes mediante cooptación. 

En este sentido, hay que señalar que el nombramiento de Consejeros en Telefónica se somete, 
como regla general, a la decisión de la Junta General. Sólo en las ocasiones en que resulta 
indispensable por haberse producido vacantes desde la celebración de la Junta General de 
Accionistas se procede, de conformidad con lo establecido en el Texto Refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, a su nombramiento por cooptación, siendo ratificada esta decisión por la 
primera Junta General que posteriormente se celebre. 

Por lo demás, y en todo caso, las propuestas de nombramiento de Consejeros deberán respetar lo 
dispuesto en el Reglamento del Consejo de Administración de la Compañía y estar precedidas del 
correspondiente informe favorable de la Comisión de Nombramientos y Retribuciones y Buen 
Gobierno, y en el caso de los Consejeros independientes, de la correspondiente propuesta.  

En este sentido, y de acuerdo con las competencias asignadas a la Comisión de Nombramientos, 
Retribuciones y Buen Gobierno, ésta deberá informar, con criterios de objetividad y adecuación a 
los intereses sociales, las propuestas de nombramiento, reelección y cese de Consejeros de la 
Compañía, evaluando las competencias, conocimientos y experiencias necesarios de los 
candidatos que deban cubrir las vacantes.  

En consecuencia, y conforme a lo dispuesto en el Reglamento, el Consejo de Administración, en 
el ejercicio de los derechos de cooptación y de proposición de nombramientos a la Junta General, 
procurará que los Consejeros externos o no ejecutivos representen una amplia mayoría sobre los 
Consejeros ejecutivos. Asimismo, procurará que el número total de Consejeros independientes 
represente, al menos, un tercio del número total de miembros del Consejo.  

En todo caso, y en los supuestos de reelección o ratificación de Consejeros por la Junta General, 
el informe de la Comisión de Nombramientos, Retribuciones y Buen Gobierno, o en el caso de 
Consejeros independientes la propuesta de dicha Comisión, contendrá una evaluación del trabajo 
y dedicación efectiva al cargo durante el último período de tiempo en que lo hubiera desempeñado 
el Consejero propuesto.  

Por otra parte, tanto el Consejo de Administración como la Comisión de Nombramientos, 
Retribuciones y Buen Gobierno procurarán, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, 
que la elección de quien haya de ser propuesto para el cargo de Consejero recaiga sobre personas 
de reconocida solvencia, competencia y experiencia, que se encuentren dispuestas a dedicar el 
tiempo y esfuerzo necesarios al desarrollo de sus funciones, debiendo extremar el rigor en 
relación con la elección de aquellas personas llamadas a cubrir los puestos de Consejeros 
independientes. 

Los Consejeros son nombrados por un periodo de cinco años, pudiendo ser reelegidos una o más 
veces por periodos de igual duración. 

Al igual que las de nombramiento, las propuestas de reelección de Consejeros deben estar 
precedidas del correspondiente informe de la Comisión de Nombramientos, Retribuciones y Buen 
Gobierno, y en el caso de Consejeros independientes, de la correspondiente propuesta.  
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Cese o remoción. 

Los Consejeros cesarán en su cargo cuando haya transcurrido el periodo para el que fueron 
nombrados o cuando así lo acuerde la Junta General en uso de las atribuciones que tiene 
legalmente conferidas. 

Adicionalmente, conforme al artículo 12 del Reglamento del Consejo, los Consejeros deben poner 
su cargo a disposición del Consejo de Administración y formalizar la correspondiente dimisión en 
los siguientes casos:  

a) Cuando cesen en los puestos ejecutivos a los que estuviere asociado su nombramiento como 
Consejero o cuando desaparezcan las razones por las que fueron nombrados. 

b) Cuando se vean incursos en alguno de los supuestos de incompatibilidad o prohibición 
legalmente previstos. 

c) Cuando resulten gravemente amonestados por la Comisión de Nombramientos, 
Retribuciones y Buen Gobierno por haber incumplido alguna de sus obligaciones como 
Consejeros. 

d) Cuando su permanencia en el Consejo pueda afectar al crédito o reputación de que goza la 
Compañía en los mercados o poner en riesgo de cualquier otra manera sus intereses. 

El Consejo de Administración no propondrá el cese de ningún Consejero independiente antes del 
cumplimiento del período estatutario para el que hubiera sido nombrado, salvo cuando concurra 
justa causa, apreciada por el Consejo previo informe de la Comisión de Nombramientos, 
Retribuciones y Buen Gobierno. En particular, se entenderá que existe justa causa cuando el 
Consejero hubiera incumplido los deberes inherentes a su cargo.  

También podrá proponerse el cese de Consejeros independientes de resultas de Ofertas Públicas 
de Adquisición, fusiones u otras operaciones societarias similares que supongan un cambio en la 
estructura de capital de la sociedad.  

Modificación de los Estatutos de la Sociedad. 

El procedimiento para la modificación de Estatutos Sociales viene regulado en el artículo 285 del 
Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital y que exige la aprobación por la Junta 
General de Accionistas, con las mayorías previstas en los artículos 194 y 201 de la citada Ley. En 
dicho sentido se manifiesta el artículo 14 de los Estatutos Sociales de Telefónica. 

g.-  Los poderes de los miembros del Consejo de Administración y, en particular, los relativos a la 
posibilidad de emitir o recomprar acciones. 

Poderes de los miembros del Consejo de Administración. 

El Presidente de la Compañía, en cuanto Presidente Ejecutivo, tiene delegadas todas las facultades 
del Consejo de Administración salvo las indelegables por Ley, por los Estatutos, o por el 
Reglamento del Consejo de Administración que, en su artículo 5.4, establece la reserva por parte 
de aquél de determinadas competencias con carácter indelegable. En particular, el Consejo de 
Administración tiene competencia exclusiva, entre otras, sobre las siguientes materias: (i) las 
políticas y estrategias generales de la Compañía; (ii) la evaluación del Consejo, de sus Comisiones 
y de su Presidente; (iii) el nombramiento de Altos Directivos, así como la retribución de los 
Consejeros y Altos Directivos; y (iv) las inversiones estratégicas. 

Por otra parte, el Consejero Delegado (Chief Operating Officer), tiene delegadas a su favor 
aquellas facultades del Consejo de Administración vinculadas a la conducción del negocio y al 
desempeño de las máximas funciones ejecutivas sobre todas las áreas de negocio de la Compañía, 
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salvo las indelegables por Ley, por los Estatutos, o por el Reglamento del Consejo de 
Administración. 

Adicionalmente, los demás Consejeros ejecutivos tienen los poderes habituales de representación 
y administración acordes con las características y necesidades de los cargos que desarrollan. 

Poderes relativos a la posibilidad de emitir acciones. 

La Junta General Ordinaria de Accionistas de Telefónica, en reunión celebrada el día 2 de junio 
de 2006, acordó autorizar al Consejo de Administración, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 297.1.b) del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (anteriormente regulado 
en el artículo 153.1.b) de la extinta Ley de Sociedades Anónimas), para que, dentro del plazo 
máximo de cinco años a contar desde el acuerdo de la Junta General, acuerde, en una o varias 
veces, el aumento de su capital social en la cantidad máxima de 2.460 millones de euros, 
equivalente a la mitad del capital social de la Compañía suscrito y desembolsado en la fecha de 
adopción del acuerdo. El Consejo de Administración no ha hecho uso hasta la fecha de estas 
facultades delegadas. 

Adicionalmente, y con arreglo al régimen general sobre emisión de obligaciones la Junta General 
de Accionistas, celebrada el 2 de junio de 2010, aprobó la delegación a favor del Consejo de 
Administración de la facultad de emitir obligaciones canjeables y/o convertibles en acciones de la 
Compañía. La emisión de estos valores de renta fija podría efectuarse en una o en varias veces 
dentro del plazo máximo de cinco años a contar desde la fecha de adopción de este acuerdo. El 
Consejo de Administración no ha hecho uso hasta la fecha de esta facultad. 

 

Poderes relativos a la posibilidad de recomprar acciones. 

La Junta General Ordinaria de Accionistas de Telefónica, en su reunión celebrada el día 2 de junio 
de 2010, autorizó al Consejo de Administración para que pudiera llevar a cabo la adquisición 
derivativa de acciones propias, directamente o a través de sociedades del Grupo. Dicha 
autorización se concede por un plazo de 5 años a contar desde la fecha de la Junta General, y está 
expresamente sujeta a la limitación de que en ningún momento el valor nominal de las acciones 
propias adquiridas, sumado al de las que ya posean Telefónica y cualesquiera de sus sociedades 
filiales dominadas, exceda de la cifra máxima permitida por la ley en cada momento (actualmente, 
el 10% del capital social de Telefónica). 

h.-  Los acuerdos significativos que haya celebrado la sociedad y que entren en vigor, sean 
modificados o concluyan en caso de cambio de control de la sociedad a raíz de una Oferta Pública 
de Adquisición.  

No existen acuerdos significativos celebrados por la Compañía que entren en vigor, sean 
modificados o concluyan en caso de cambio de control de la Compañía a raíz de una Oferta 
Pública de Adquisición. 

i.-  Los acuerdos entre la Sociedad y sus cargos de administración y dirección o empleados que 
dispongan indemnizaciones cuando éstos dimitan o sean despedidos de forma improcedente o si la 
relación laboral llega a su fin con motivo de una Oferta Pública de Adquisición. 

Por lo que se refiere a los Consejeros ejecutivos y algunos de los miembros del equipo directivo 
de la Compañía, éstos tienen reconocido contractualmente, con carácter general, el derecho a 
percibir la compensación económica que se indica a continuación en caso de extinción de la 
relación por causa imputable a la Compañía, y en algún caso también por el acaecimiento de 
circunstancias objetivas, como puede ser el cambio de control.  Por el contrario, si la extinción de 
la relación tiene lugar por incumplimiento imputable al Consejero ejecutivo o directivo, éste no 
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tendrá derecho a compensación alguna. Sin embargo, es necesario indicar que, en determinados 
casos, la indemnización que tiene derecho a percibir el Consejero ejecutivo o el directivo,  según 
su contrato, no responde a estos criterios generales sino a las circunstancias personales, 
profesionales y del tiempo en que se firmó dicho contrato. La compensación económica pactada 
por extinción de la relación, cuando proceda, consiste, como máximo, en tres anualidades y una 
más según la antigüedad en la Compañía. La anualidad comprende la última retribución fija y la 
media aritmética de la suma de las dos últimas retribuciones variables percibidas según contrato.   

Por otra parte, y en lo que respecta a los contratos laborales que ligan a los empleados con la 
Compañía bajo una relación laboral común, éstos no contienen cláusula de indemnización por 
extinción de la relación laboral, por lo que el trabajador tendrá derecho a la indemnización que, en 
su caso, le corresponda en aplicación de la normativa laboral.  Sin perjuicio de lo anterior, 
determinados empleados de la Compañía, en función de sus niveles y antigüedad, y dependiendo 
de las circunstancias personales, profesionales y del tiempo en que se firmó el contrato, tienen 
reconocido contractualmente, en algunos casos, el derecho a percibir una compensación, en los 
mismos supuestos que la referida en el párrafo anterior, consistente, con carácter general, en una 
anualidad y media.  Esta anualidad comprende la última retribución fija y la media aritmética de 
la suma de las dos últimas retribuciones variables anuales percibidas según contrato.  

 

******* 

 


